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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de 
julio de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
 
Sr. Caballero García, secretario en 
funciones 
 
 

 
DICTAMEN 224/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 28 de mayo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1, debido a los daños ocasionados en una bodega por la inactividad 
municipal en el uso o mantenimiento del camino. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 4 de junio de 2026, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 224/2026 y se inició el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes 
de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 3 de marzo de 2025 D. yyy2, en nombre y 

representación de D. yyy1 presenta una reclamación de responsabilidad 
patrimonial ante el Ayuntamiento de xxx1, debido a los daños ocasionados 
en una bodega tipo merendero de su propiedad sita en la calle ccc1 de la 
localidad el 15 de diciembre de 2024, a causa del deficiente mantenimiento 
de la vía pública. Manifiesta “estimamos plenamente acreditado que el 
hundimiento de la Bodega se ha producido por causas exclusivamente 
imputables a este Ayuntamiento al acondicionar el camino que transcurre 
sobre la misma sin adoptar las medidas técnicas necesarias para su uso o no 
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prohibir el paso a furgonetas y camiones con sobrepeso para las 
características del vial”. 

 
Además de cuantificar la indemnización que reclama en 24.537,52 

euros, solicita el acondicionamiento del camino para permitir que circulen 
vehículos de mayor peso o bien que limiten su tránsito a personas a pie, a 
caballo o pequeños vehículos. 

 
Adjunta a su escrito escritura pública de compraventa, poder de 

representación, certificación catastral del bien inmueble, Sentencia 38/2025 
de 19 de febrero de 2025 dictada por el Juzgado de lo Contencioso-
administrativo n.º 2 de xxx2. Asimismo, presenta informe técnico de la 
Diputación Provincial de xxx2 de 5 de abril de 2024 junto a informe pericial 
de parte de diciembre de 2024. 
 

Segundo.- El 4 de junio de 2025 se emite informe por técnico 
provincial, en los siguientes términos: 

 
“Tras la inspección ocular realizada, el técnico que suscribe 

considera un fallo o colapso del sistema de contención de la bodega, como la 
causa más probable del hundimiento objeto del informe”. 
 

Tercero.- Concedido trámite de audiencia a la parte reclamante el 8 
de julio de 2025, no consta la presentación de alegaciones. 

 
Cuarto.- El 19 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, al no apreciar relación de causalidad entre 
el mantenimiento del viario municipal y el daño sufrido en la bodega. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
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Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC). 

 
No obstante, se incumple el plazo máximo de resolución y notificación 

establecido en su artículo 91.3 (seis meses), lo que no elimina la obligación 
de dictar resolución expresa tal y como establece el artículo 21.1 de la LPAC. 
Esta demora en la tramitación constituye una vulneración de los principios de 
buena administración establecidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP). 
 

3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada para 
ello, de acuerdo con la LPAC.  

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde a la alcaldesa, 

sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, conforme a 
los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92 de la 
LPAC. 

 
La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la LRJSP, a la que 
se remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
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individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el resultado 
dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se 
exige que la reclamación se presente antes de que transcurra un año desde 
el momento en que se produjo el hecho causante.  
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 
responsabilidad patrimonial por daños ocasionados en una bodega por el 
deficiente mantenimiento de conservación de un camino adyacente a la 
bodega. 
 

En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 
establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre.  

 
La eventual responsabilidad del Ayuntamiento encuentra además su 

base en el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, el cual establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la Entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para 

la pavimentación de vías públicas, de acuerdo con el artículo 26.1.a) de la 
LBRL. 
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Para declarar la responsabilidad patrimonial de la Administración hay 
que analizar si se dan los requisitos necesarios para su nacimiento, esto es la 
efectiva producción de un daño antijurídico, que el interesado no tiene el 
deber jurídico de soportar, derivado de una relación de causalidad con el 
funcionamiento de los servicios públicos.  

 
La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 

vista de los datos resultantes del expediente, los daños ocasionados al 
reclamante fueron o no consecuencia de la falta de mantenimiento de la vía 
pública, de forma que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, 
entre el funcionamiento del servicio y el daño producido. 

 
El concepto de relación causal, a los efectos de poder apreciar la 

responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, exige la 
comprobación del caso concreto partiendo de que la carga de la prueba 
corresponde al actor. Uno de los requisitos sine qua non, condicionantes de 
la prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración pública, es la prueba de la existencia de una relación directa, 
inmediata y exclusiva, de causa a efecto, entre el daño alegado y el 
funcionamiento del servicio público correspondiente; o como dice la expresión 
legal, de una lesión que sea “consecuencia de” los servicios públicos. 

 
Y si bien se ha matizado jurisprudencialmente (sentencias del Tribunal 

Supremo de 29 de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987 y 8 
de octubre de 1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente 
de difícil consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las 
reglas del criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento. Esta 
prueba, como la de la concurrencia de los demás requisitos positivos de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, incumbe al perjudicado 
reclamante, pues si éste no tiene el deber jurídico de soportar el daño, 
tampoco la Administración tiene el deber jurídico de soportar la indemnización 
de unos daños que ella no ha causado. 

 
La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con 

los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados. Ello, sin perjuicio de que la regla pueda intensificarse 
o alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la buena fe en su 
vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos de 
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hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de 
difícil acreditación para la otra (sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, 
entre otras). 
 

Junto a ello, ante la discrepancia en cuanto a la causa de los daños y 
por lo que se refiere a la valoración de la prueba pericial, la sentencia de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo de 17 de febrero de 2022 (Recurso 5631/2019) 
matiza los criterios tradicionales y encierra una detallada, precisa y completa 
doctrina sobre el valor de los informes de los expertos al servicio de la 
Administración. La citada sentencia considera que, cuando concurre un experto 
privado y uno de la Administración, a la hora de valorar los informes periciales 
contradictorios, no debe prevalecer el informe pericial de la Administración 
por la simple mayor objetividad o imparcialidad de los expertos al servicio de 
la misma. Esto no es lo que la ley requiere. La sentencia considera que se 
debe examinar la mayor o menor solidez de cada uno de los dictámenes 
periciales, teniendo en cuenta sus fuentes, su desarrollo expositivo, e incluso el 
prestigio profesional de su autor. Por tanto, no se puede otorgar implícitamente 
el carácter de prueba tasada o legal a los dictámenes e informes provenientes 
de la Administración.  

 
En el presente supuesto pueden considerarse acreditados los daños 

producidos en la bodega, junto al hundimiento de la calzada coincidente con 
ella.  
 

Procede, por ello, analizar si el daño fue o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración. La 
parte reclamante aduce que “la causa del hundimiento del camino y bodega 
derivaba de la inactividad municipal bien en prohibir la circulación por el 
camino a vehículos con un determinado peso bien en acondicionarle 
debidamente para que pudieran hacerlo”. 
 

El informe pericial de parte señala “La Bodega tradicional propiedad 
de D. yyy1 se ha hundido recientemente por el incremento del tráfico rodado 
con vehículos, no tanto para el acceso de las bodegas con vehículos, como 
por el acceso de furgonetas o pequeños camiones con materiales de 
construcción para arreglar, reparar o construir nuevos edificios, tal y como se 
ha constatado en los últimos años. 
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»Dicho tránsito y en especial la explanación sufrida con una 
nueva pavimentación en la zona de derrumbe han debilitado la bóveda hasta 
colapsar”. 

 
Frente a ello, el técnico provincial, en su informe de 4 de junio de 

2025, indica que “Tras la inspección ocular realizada, el técnico que suscribe 
considera un fallo o colapso del sistema de contención de la bodega, como la 
causa más probable del hundimiento objeto del informe. 

 
»El fallo o colapso indicado anteriormente puede tener su origen 

en diversas causas, o la combinación de varias de ellas, tales como una 
elección del sistema constructivo o materiales inadecuados, defectos de 
ejecución, mal mantenimiento, deterioro de los elementos que conforman el 
sistema constructivo debido a agentes externos (posibles impactos, presencia 
de humedad o filtraciones de agua…), u otras causas no contempladas en el 
presente informe. 

 
»(…). 

 
»No se dispone de la documentación acerca del alcance de las 

actuaciones descritas en dicho informe ni la logística llevada a cabo durante 
la supuesta ejecución de las mismas (zona de acopios, transporte de material, 
acceso de vehículos, tipo de vehículos y peso de los mismos...), por lo tanto, 
si bien es cierto que existe acceso por el camino ccc2 a los inmuebles que, 
según el citado informe, han sufrido reparaciones, incluso una edificación de 
nueva planta, el técnico que suscribe no puede afirmar que los acopios de 
materiales y las maniobras de los vehículos que en dicho informe se indican 
hayan sido llevados a cabo sobre la zona afectada. 

 
»Por otro lado, durante la visita de inspección no se aprecia 

capa de rodadura (pavimento asfáltico, hormigón o similar) en el Camino 
ccc2, sino que se distingue un acabado de tierra, aparentemente natural. Se 
desconoce si el Ayuntamiento ha realizado alguna actuación en el vial para 
adecuarlo al paso de vehículos pesados. En cuanto a la bodega objeto del 
informe, no se dispone de documentación que describa el sistema de 
contención de terreno, su capacidad portante, el uso y mantenimiento de la 
misma, si posee o no sistema de ventilación para evitar humedades por 
condensación (zarcera o similar) circunstancias que pueden influir en el 
estado de conservación de la bodega, incluido el sistema de contención”. 
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Dicho lo que anticipa, resulta palmario que el derrumbe se produjo en 
el 15 de diciembre de 2024 a consecuencia de un fallo o colapso del sistema 
de contención de la bodega, como señala el informe técnico de la Diputación 
Provincial. Ahora bien, no ha quedado suficientemente acreditado que dicho 
hundimiento traiga causa de un incumplimiento del estándar de seguridad 
exigible sobre la base de la competencia municipal en materia de 
infraestructura viaria y pavimentación de las vías públicas (artículos 25.2.d y 
26.1.a de la LBRL), que necesariamente implica la conservación de las vías 
urbanas. 

 
La parte reclamante no ha probado que el daño sufrido haya sido 

consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos en una relación 
directa de causa a efecto. Según el informe pericial de parte, el camino estaba 
reservado al acceso no rodado (a pie o animales) a las bodegas tradicionales 
de los habitantes de la población, sin embargo pone de manifiesto al incipiente 
incremento del tráfico rodado con vehículos de gran tamaño como causa del 
hundimiento, cuando indica que “se ha hundido recientemente por el 
incremento del tráfico rodado con vehículos, no tanto para el acceso de las 
bodegas con vehículos, como por el acceso de furgonetas o pequeños 
camiones con materiales de construcción para arreglar, reparar o construir 
nuevos edificios, tal y como se ha constatado en los últimos años”. 

 
Por el contrario, el informe técnico provincial cuestiona dicha conclusión 

habida cuenta que señala que “si bien es cierto que existe acceso por el 
camino ccc2 a los inmuebles que, según el citado informe, han sufrido 
reparaciones, incluso una edificación de nueva planta, el técnico que suscribe 
no puede afirmar que los acopios de materiales y las maniobras de los 
vehículos que en dicho informe se indican hayan sido llevados a cabo sobre 
la zona afectada”.  

 
Sobre el estado del camino el informe técnico indica “Por otro lado, 

durante la visita de inspección no se aprecia capa de rodadura (pavimento 
asfáltico, hormigón o similar) en el Camino ccc2, sino que se distingue un 
acabado de tierra, aparentemente natural”. A lo que es preciso añadir que, a 
la vista de las fotografías obrantes en el expediente, no se advierten señales 
de paso de vehículos pesados. 

 
Con todo, conforme a los informes transcritos, este Consejo entiende 

que el desplome sufrido obedece a una acumulación o concatenación de 
diversas causas o circunstancias que provocaron el deterioro del sistema de 
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contención de la instalación. Por consiguiente, al no poder considerarse 
acreditada la relación de causalidad entre los daños alegados por el 
reclamante y el mal estado de la vía pública, la reclamación debe 
desestimarse. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución desestimatoria en los términos expuestos en 

el dictamen, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la reclamación presentada por D. yyy1, debido a los 
daños ocasionados en una bodega por la inactividad municipal en el uso o 
mantenimiento del camino. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


